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EXCESOS Y DEFICIENCIAS 
DEBILITAN EL ACCESO A LA 

JUSTICIA EN PANDEMIA

La oleada de procesamientos penales iniciados por la violación a la cuaren-
tena es un claro síntoma de la debilidad institucional del Estado paraguayo, 
que no cuenta con otra herramienta más efectiva que la penal para hacer 
frente a situaciones de crisis. Así, donde se deberían priorizar acciones que 
permitan garantizar derechos básicos a las personas, imperan la represión 
y las amenazas de castigo. Por otra parte, con la adopción del uso de herra-
mientas telemáticas, ha quedado expuesta la falta de determinación de pau-
tas claras en las regulaciones que las implementan, hecho que permite una 
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Palabras claves: derecho penal, disciplinamiento, principio de legalidad, tipicidad, 

herramientas telemáticas.
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El presente informe da cuenta de los principales hitos relacionados a la per-
Ò��Ü�¯Â¼�Ì�¼�µ�ì��µ�����ÒÁ��� µ�� ±ÜÒ×¯�¯���Á»Á��Á¼Ò��Ü�¼�¯����� µ�Ò����¯Á¼�Ò�
del Estado paraguayo para hacer frente a la pandemia del COVID-19. Estos, 
Ò¯¼��Ü����µ©Ü¼�į�×�¼�Î�¼�Ü¼�¯»Ì��×Á�ÌÎÁ¨Ü¼�Á���¼×ÎÁ���µ�Ò¯Ò×�»��±Ü�¯�¯�µį�
debido a las estrategias asumidas.

SITUACIÓN DEL DERECHO

UTILIZACIÓN DEL PROCESO PENAL PARA LOGRAR 
EL ACATAMIENTO DE LAS MEDIDAS PREVENTIVAS 
DE AISLAMIENTO O CUARENTENA

El principio de legalidad fue el gran relegado ante la excesiva instrumentali-
zación del proceso penal como herramienta de control social. Desde el inicio 
de la declaración de emergencia sanitaria, y con las posteriores restricciones 
�¯�×���Ò�ÌÁÎ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ��¼�»�ÎñÁ����ăāăāį�å¯¼¯�ÎÁ¼��Ì�Î�±���Ò��Á¼-
secuencias en el ámbito penal. Así, la primera disposición del aislamiento 
sanitario de carácter general establecida por decreto presidencial refería que 
el incumplimiento de las medidas sanitarias sería sancionado con el Código 
Sanitario, la Ley N.º 716/1995, el Código Penal y demás leyes aplicables. En el 
»¯Ò»Á�Ò�¼×¯�Áį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�ŁE\V�\ł�
hacía referencia a las probables sanciones administrativas y penales que po-
dría acarrear el incumplimiento de sus resoluciones1.

En cuanto a la Ley N.º 716/1995, esta sanciona los delitos contra el medio am-
biente. En su artículo 10 opción B se establecen una sanción con pena pri-
vativa de libertad de hasta 18 meses y la aplicación de multas de 100 a 500 
±ÁÎ¼�µ�Ò�»Ǟ¼¯»ÁÒ����ÍÜ�µµ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��å¯Áµ�¼�µ���Ü�Î�¼×�¼��Ò�¼¯×�Î¯�Į

�Ò×�Ò�Ýµ×¯»�Ò��ÁÒ�Ì�µ��Î�Ò�¼���Ò�Î¯�»�¼×��Î�ÍÜ¯�Î�¼����Ü¼����µ¯»¯×��¯Â¼�
de su alcance, ya que la norma penal2 no describe los atributos requeridos 
Ì�Î����×�Î»¯¼�Î�ÒÜ�Ò¯©¼¯õ���ÁĮ�VÁÎ�Á×Î��Ì�Î×�į��µ��Â�¯©Á�\�¼¯×�Î¯Á�Á×ÁÎ©���µ�
VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�µ��¨��Üµ×������ÒÜ����Î�×Á�ìį�ÌÁÎ��¼��į�µ��ÌÁÒ¯�¯µ¯�������ÍÜ��
sea este órgano el que precise qué es una «cuarentena sanitaria». 

����Ò×��»�¼�Î�į�µ��¨ÁÎ»Üµ��¯Â¼����µ��¼ÁÎ»��Ì�¼�µ��¯õ�Î��µ����Ò�Î¯Ì�¯Â¼����
la conducta penalmente relevante a otra regulación que, para el caso, es es-

1 Resolución N.º 099, del 17 de marzo de 2020, por la cual se dispone el aislamiento preventivo general de la población en 
todo el territorio nacional para mitigar la propagación del coronavirus (COVID-19), 0LQLVWHULR�GH�6DOXG�3¼EOLFD�\�%LHQHVWDU�
6RFLDO, https://www.mspbs.gov.py/dependencias/portal/adjunto/473020-ResolucinSGN99Aislamientopreventivo.pdf

 https://www.mspbs.gov.py/dependencias/portal/adjunto/5a7857-RESOLUCIONSG90COVID19.pdf

2 Esta situación descrita es conocida en la doctrina como Ley Penal en Blanco, la que se constituye cuando el tipo penal 
VH�UHPLWH�D�RWUD�QRUPD�SDUD�SUHFLVDU�DOJXQRV�GH�VXV�HOHPHQWRV��6LOYHVWURQL�UHȑHUH�DO�UHVSHFWR�TXH�VH�SUHVHQWD�XQ�
problema que atañe al principio de legalidad cuando, por un lado, esa otra norma no es dictada por el órgano con 
competencia penal y, por otro, la remisión gravita sobre la individualización de la conducta prohibida. Mariano H. 
Silvestroni, 7HRU¯D�FRQVWLWXFLRQDO�GHO�GHOLWR (Buenos Aires: Editores del Puerto, 2004).
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×��µ��¯��� Á���õ¼¯��� �� ×Î�å�Ò�������Î�×ÁÒ� �»¯×¯�ÁÒ�ÌÁÎ� �µ� VÁ��Î��±��Ü×¯åÁį�
mediante los cuales se disponen las medidas adoptadas para su aplicación. 

0�Ò×��µ��¨��������¯�ÎÎ����µ�ÌÎ�Ò�¼×��¯¼¨ÁÎ»�į��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ��»¯×¯Â��µ-
rededor de 70 decretos3 que regulan las medidas adoptadas en distintos ni-
veles para dar contingencia a la situación de crisis desatada y —en algunos 
casos— recrudecida por la pandemia. En ellos se establecieron los rubros 
indispensables habilitados a prestar servicios, límites en el horario y permi-
sos de circulación, así como las conductas prohibidas para la ciudadanía en 
general. Posteriormente, el plan de levantamiento gradual de las medidas 
adoptadas fue bautizado con el nombre de «cuarentena inteligente».

El plan fue concebido y aplicado de forma gradual diferenciado en niveles o 
¨�Ò�Òį�ÍÜ��¨Ü�ÎÁ¼���»�¯�¼�Á�Ò�©Ý¼��µ��Ò×��Á��Ì¯��»¯ÁµÂ©¯�Á���µÁ�µ�Î©Á���µ�
territorio. Ello implica que, si se considera el incumplimiento de las medidas 
adoptadas —denominadas «cuarentena» y «cuarentena inteligente»— por 
los decretos presidenciales como un hecho penalmente relevante, se está 
�¼�ÌÎ�Ò�¼�¯�����Ü¼�×¯ÌÁ�Ì�¼�µ�å�ÎÒ�×¯µ�ÍÜ���ÜÎ�¼×��µÁÒ��ÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒ���
øµÜ�×Ü��Á����»�¼�Î���Á¼Ò×�¼×����¯¼�µÜÒÁ���ÌÎ�å¯Ò×Á��Á¼�Ü�×�Ò��¯Ò×¯¼×�Ò��¼�
diferentes zonas del país durante un mismo periodo de tiempo. 

>�Ò�å�Î¯��¯Á¼�Ò�����Ò×�Ò�»��¯��Ò��¼©µÁ��¼�Ü¼���»Ìµ¯���µ�Ò¯õ���¯Â¼����Ì�Î»¯-
siones y prohibiciones dirigidas —en su mayoría— a la facultad o restricción 
����¯Î�Üµ��¯Â¼Į�E�Ò��µµ�����µ��Ò¯©¼¯õ���¯Â¼�Á×ÁÎ©����ÌÁÎ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ���µ�Ò�
medidas adoptadas, podrían comprenderse como de «cuarentena» aquellas 
dirigidas al aislamiento preventivo que se dieron inicialmente. Sin embargo, 
las denominadas «cuarentena inteligente» —aplicadas para el levantamiento 
gradual de estas medidas— distan de enmarcarse en lo que conceptualmente 
Î�ÒÜµ×��Ò�Î�Ü¼���Ü�Î�¼×�¼��ì�µÁÒ�õ¼�Ò�ÍÜ���Ò×��ÌÎ�×�¼��į��Ü�Ò×¯Â¼�ÍÜ��Î�å¯Ò×��
trascendencia en materia penal, donde se requieren de precisiones exactas 
para establecer las conductas a ser castigadas. Un principio básico que rige en 
»�×�Î¯��Ì�¼�µ�¯»Ìµ¯���ÍÜ��Ü¼��Ò�¼�¯Â¼�Ì�¼�µ�Ý¼¯��»�¼×��ÌÜ����Ò�Î��Ìµ¯�����
si la conducta fue previamente descrita en una ley anterior al hecho dictada 
por el órgano competente, es decir, por el Poder Legislativo4. En este mismo 
Ò�¼×¯�Áį�×�»ÌÁ�Á�Ò��ÌÜ�����¯�×�Î��Á¼��¼��Ò¯¼�±Ü¯�¯Á�ÌÎ�å¯Á�¨Ü¼���Á��¼�Ü¼��
ley anterior al hecho del proceso5. Esto es lo que se denomina principio de le-

3 Decretos COVID-19, Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, https://www.mspbs.gov.py/decretos-covid19.html

4 Convención Americana sobre Derechos Humanos, «$UW¯FXOR����3ULQFLSLR�GH�/HJDOLGDG�\�GH�5HWURDFWLYLGDG��Nadie 
puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho 
aplicable». Código Penal. «$UW¯FXOR����3ULQFLSLR�GH�OHJDOLGDG� Nadie será sancionado con una pena o medida sin que los 
presupuestos de la punibilidad de la conducta y la sanción aplicable se hallen expresa y estrictamente descritos en una 
ley vigente con anterioridad a la acción u omisión que motive la sanción».

5 Constitución Nacional. «$UW¯FXOR�����'H�ORV�GHUHFKRV�SURFHVDOHV� En el proceso penal, o en cualquier otro del cual 
pudiera derivarse pena o sanción, toda persona tiene derecho a: [...] 3. Que no se le condene sin juicio previo fundado 
en una ley anterior al hecho del proceso, ni que se le juzgue por tribunales especiales; [...]. Código Procesal Penal. 
«$UW¯FXOR����-XLFLR�SUHYLR� Nadie podrá ser condenado sin juicio previo, fundado en una ley anterior al hecho del 
proceso, realizado conforme a los derechos y garantías establecidos en la Constitución, el Derecho Internacional 
vigente y las normas de este código [...].
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galidad, derivado de la teoría ilustrada del contrato social que presuponía una 
organización política basada en la división de poderes, en la que la ley fuese 
competencia exclusiva de los y las representantes del pueblo6. 

Los decretos regulatorios de implementación de las medidas de aislamiento 
preventivo adoptadas debido a la pandemia del COVID-19 fueron aplicán-
�ÁÒ���¼×���µ��å�¼������µ�Ò�¨�Ò�Ò��¯Ò�À���Ò�ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���
ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µĮ��Ò×�Ò�Ò¯Îå¯�ÎÁ¼����±ÜÒ×¯õ���¯Â¼�Ì�Î��µ����×�¼�¯Â¼����Ì�Î-
sonas por parte de la Policía Nacional que, hasta el mes de agosto de 2021, 
siguió aprehendiendo a ciudadanos y ciudadanas por el incumplimiento del 
decreto presidencial. 

Dicha institución ha informado que en el 2020 fueron detenidas 6.296 per-
ÒÁ¼�Ò�ŁĆĮćăĄ�Á»�Î�Ò�ì�ćĈĄ�»Ü±�Î�Òł�ìį��Ò×���©ÁÒ×Á����ăāăĂį�ĂĮĄăą�ŁĂĮĂĂā�Á»-
�Î�Ò�ì�ăĂą�»Ü±�Î�Òł7. Si se considera que, en lo que va del 2021, fueron regis-
tradas 8.906 aprehensiones en total, alrededor del 15% de ellas se han dado 
por violación al decreto presidencial. En el 2020, el 35% de todas las detencio-
nes policiales fueron realizadas por «desacato al decreto presidencial».

Ya en el periodo de informe de situación de derechos humanos 2020 se ad-
vertía que: 

ĿĮĮĮŀ�µ���¯ÒÌÁÒ¯�¯Â¼�����¯Òµ�»¯�¼×Á�Ò�¼¯×�Î¯Á�¨Ü��¯»ÌÜ�Ò×���Á¼�µ��Ü×¯µ¯ñ��¯Â¼����
forma intensiva de todas las agencias de seguridad del Estado y tuvieron un 
plan correlativo que vinculó la política de seguridad al cumplimiento estricto 
de las mismas. La Policía Nacional, por Resolución N.º 316 del 16 de marzo de 
2020, estableció su plan de contingencia a nivel nacional por plazo ilimitado, 
�Á¼��µ�õ¼�����å¯×�Î�µ���µ×�Î��¯Â¼���µ�ÁÎ��¼�ÌÝ�µ¯�Á��¼×��µ��ÌÁÒ¯�µ��¯ÌÂ×�Ò¯Ò����
ÌÒ¯�ÁÒ¯Ò�©�¼�Î�µ����µ��ÒÁ�¯������ÜÎ�¼×���µ�Ì�Î¯Á�Á����¯¼×�Îå�¼�¯Â¼�ĿĮĮĮŀ�����Ò×��
manera, se priorizaron modelos coercitivos para mantener la aceptación de 
µ�Ò�»��¯��Ò�����Á¼õ¼�»¯�¼×Áį��¼×�Ò�ÍÜ��Ü¼��¼¨ÁÍÜ����Ò��Á��¼��µ��Á¼Ò�¼×¯-
miento con información. Así, el cumplimiento de la cuarentena se metió en la 
economía política del castigo y fue administrada por las agencias de crimina-
µ¯ñ��¯Â¼�ĿĮĮĮŀ8.

>��Î�ÒÁµÜ�¯Â¼��Ò��Á¼×Ü¼��¼×�ĭ��Ò×��ÌÎÁ��ÒÁ�Ì�¼�µ�¼Á����¯Â�Ò�Î�Á�±�×Á����±Üñ-
gamiento penal.

6 Santiago Mir Puig, 'HUHFKR�3HQDO��3DUWH�*HQHUDO (Barcelona: Reperttor, 2011).

7 «Solicitud #46352. Informe sobre aprehensiones por violación de cuarentena sanitaria 2020-2021», acceso el 5 de 
octubre de 2021, https://informacionpublica.paraguay.gov.py/portal/#!/ciudadano/solicitud/46352

8 Sonia Von Lepel y Ximena López, «El año en que las políticas de seguridad ciudadana también fueron a cuarentena», en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2020), 354.
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EXCESOS EN EL USO DEL PODER PUNITIVO

Entre marzo del 2020 y agosto del 2021, el Estado —por medio de sus agen-
cias coercitivas— impulsó alrededor de 3.500 causas penales9. Con relación 
�µ��»�¯×Á���»¯¼¯Ò×Î�×¯åÁį�¨Ü�¼×�Ò�Áõ�¯�µ�Ò�¯¼¨ÁÎ»�¼�ÒÁ�Î��µ���Ì�Î×ÜÎ�����ÒÜ-
marios para la imposición de multas conforme con lo previsto en el Código 
Sanitario. A mayo de 2021, fueron registrados 155 procesos activos10, por lo 
ÍÜ��Ò��±Üñ©��µ����ÁÌ�¯Â¼����Ü¼���Ò×Î�×�©¯���µ×�»�¼×��ÌÜ¼¯×¯å���¼×��µ�Ò��å�¼-
tuales violaciones de las disposiciones previstas en los decretos.

Dentro de los primeros diez hechos punibles de mayor ingreso en el año 
2020, la infracción a la Ley N.º 716/1995 se encuentra en segundo lugar con 
ĄĮāĆą���ÒÁÒĮ�\¯��¯�¼��µ�¯¼¨ÁÎ»��¼Á��ÒÌ��¯õ����Ü�µ��Ò��µ�×¯ÌÁ�Ì�¼�µ���µ���×�µÁ©Á�
establecido por la norma de referencia, permite suponer que este inusitado 
fenómeno se da como consecuencia de la declaración de medidas sanitarias 
denominadas «cuarentena» decretadas y la consecuente utilización del artí-
culo 10 de esta ley. Esta categoría persiste en el ranking de hechos punibles 
con mayor ingreso de causas en el 2021 y, a agosto del presente año, se regis-
traban 346, ocupando el sexto lugar de la lista11. 

ž¼×���µ�¼Ý»�ÎÁ��µ�å��Á���� ¯¼©Î�ÒÁ���� ��ÜÒ�Ò�Ì�¼�µ�Ò� �µ�VÁ��Î� 4Ü�¯�¯�µį� µ��
�ÁÎ×��\ÜÌÎ�»�����4ÜÒ×¯�¯���¯ÒÌÜÒÁ�Ü¼�Ìµ�¼����ÒÜ���ÌÜÎ��¯Â¼į��Ò×��µ��¯�¼�Á�
µ���Ò¯©¼��¯Â¼����±Ü���Ò����+�Î�¼×Ǟ�Ò����¯¼×�Îå�¼�¯Â¼��ÒÌ��Ǟõ����¼������Ü¼��
���µ�Ò��¯Î�Ü¼Ò�Î¯Ì�¯Á¼�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Òį�ì�Ü¼�Ìµ�¼����¯¼×�Îå�¼�¯Â¼�ÍÜ��ÌÎ�å�Ǟ��Á-
rarios diferenciados de atención de casos (14 a 17 h), la habilitación de un 
��»ÌÁ��ÒÌ��Ǟõ�Á���¼×ÎÁ���µ�\¯Ò×�»�����+�Ò×¯Â¼�4ÜÎ¯Ò�¯��¯Á¼�µ� 4Ü�¯ÒÁù×į� µ��
�Ì�Î×ÜÎ�����Ü¼���Ü�¼×�� ±Ü�¯�¯�µ�Ì�Î����Ò×¯¼�Î� µÁÒ�¨Á¼�ÁÒ���� µ�Ò��å�¼×Ü�µ�Ò�
multas y reparaciones del daño, entre otros12.

Llama la atención que, de la totalidad de aprehensiones reportadas por la Po-
µ¯�Ǟ��F��¯Á¼�µį��µÎ����ÁÎ���µ�Ćāŧ������ÒÁÒ�¯¼©Î�Ò�ÎÁ¼��µ�VÁ��Î�4Ü�¯�¯�µ�ìį���ÒÜ�
å�ñį�Ü¼����¼×¯����»Ü�Á�»�¼ÁÎ���µµ�©��Á���±Ü¯�¯Á�ÁÎ�µĮ��µµÁ�Î�øµ�±��µ���ÜÒ�¼-
�¯��������¯Á¼�Ò��ÁÁÎ�¯¼���Ò��¼×Î���Ò×ÁÒ�ÁÎ©�¼¯Ò»ÁÒ��Ò×�×�µ�Ò�Ì�Î��µ����õ¼¯-
�¯Â¼�����Ò×Î�×�©¯�Ò��Á¼±Ü¼×�Ò��¼��µ���µ¯¼��»¯�¼×Á����Ü¼��ÌÁµǞ×¯����Î¯»¯¼�µ����
persecución penal con mayor pragmatismo e intervención mínima. 

Estos hechos dan cuenta de varios fenómenos de relevancia a considerar. En 
primer lugar, la instrumentalización del derecho penal para lograr el acata-
miento de las medidas adoptadas ha generado el ingreso de una cantidad 

�� 6HJ¼Q�OD�S£JLQD�RȑFLDO�GH�OD�&RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD��,QIRUPH�GH�JHVWLµQ�GH�GHVSDFKRV���(VWD�LQIRUPDFLµQ�HV�
suministrada por las Direcciones de Estadística de todas las circunscripciones judiciales.

10 «Avanzan sumarios por incumplir medidas sanitarias», 0LQLVWHULR�GH�6DOXG�3¼EOLFD�\�%LHQHVWDU�6RFLDO� 20 de mayo de 2021, 
acceso el 10 de octubre de 2021, https://www.mspbs.gov.py/portal/23165/avanzan-sumarios-por-incumplir-medidas-
sanitarias.html

11 Informe de Gestión de los Despachos Judiciales, &RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD, https://www.csj.gov.py/publicaciones/

12 Acordada de la Corte Suprema de Justicia N.º 1394, de fecha 13 de abril de 2020, &RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD, https://www.
csj.gov.py/par97017/reglamentaciones/index.asp. Acordada N° 1394-2020.pdf
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ingente de casos, que debieron ser abordados por el ya colapsado sistema 
���±ÜÒ×¯�¯�į���Á�ÍÜ��µ¯»¯×Â�µ��ÌÁÒ¯�¯µ¯��������Î¯¼��Î�Ü¼�Ò�Îå¯�¯Á������µ¯���Į�

En segundo lugar, debido a las dinámicas del proceso penal, la gran mayoría 
����Ò×�Ò���ÜÒ�Ò��¼�Ò¯©¼¯õ���Á��µ�ÒÁ»�×¯»¯�¼×Á����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¨��×���Òį�
conduciéndolas a la aceptación del hecho y a una eventual reparación del 
��ÀÁį� Ò¯¼�ÍÜ�� µ�� �Á¼�Ü�×���×Î¯�Ü¯��� Ò¯ÍÜ¯�Î�� Î�Ý¼�� µÁÒ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×ÁÒ���� µ��
×¯Ì¯�¯����ìį�ÌÁÎ�×�¼×Áį��Ò×����¯µ¯×�����Á»Á�Á�±�×Á����×Î�×�»¯�¼×Á��¼�»�×�Î¯��
Ì�¼�µĮ�VÁÎ�Ýµ×¯»Áį�µµ�»��µ���×�¼�¯Â¼�ÍÜ��µ���Ò×Î�×�©¯���ì��Ò¯�Áį�Ü¼��å�ñ�»�Òį�
el disciplinamiento coercitivo a través de la herramienta que produce mayor 
violencia estatal. 

La cantidad de detenciones y procesamientos penales no ha frenado del todo 
la circulación de las personas que, por distintas razones, asumieron el ries-
©Á����Ò�µ¯Î���µ�Ò���µµ�Ò���±Á�µ��ÌÎÁ���¯µ¯�������×�Î»¯¼�Î��ÌÎ��¼�¯��Ò�ÌÁÎ�µ��
Policía Nacional y, en el peor de los casos, con un proceso penal a cuestas. 
En el 2021 se percibiría una menor adherencia a las medidas adoptadas por 
�µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁį��¼��Á»Ì�Î��¯Â¼��µ�ăāăāĮ��Ò×Á�ÌÁ�ÎǞ�����Î�¯¼�¯�¯�Á��¼�
µ�Ò�Áµ�Ò�����Á¼×�©¯Á�»�Ò¯åÁ���Ò�×���Òį�ÍÜ����±�ÎÁ¼�»¯µ�Ò����»Ü�Î×ÁÒ��Á»Á�
consecuencia de la enfermedad.

Lo arriba referido evidencia que, sin estrategias diferenciadas para el abor-
��±�� ��� Ò¯×Ü��¯Á¼�Ò� ÍÜ�� ×¯�¼�¼� Ü¼� ×Î�Ò¨Á¼�Á� ÒÁ�¯�µį� Î�ÒÜµ×�� ¯¼¨ÎÜ�×ÜÁÒ�� µ��
adopción de estrategias represivas, pues la carencia de necesidades bási-
cas queda imbricada al sentido de supervivencia, que rara vez responde a la 
amenaza del castigo. 

f¼��±�»ÌµÁ� Ò¯©¼¯õ��×¯åÁ���� µ�� ¯¼Ò×ÎÜ»�¼×�µ¯ñ��¯Â¼���µ� Ò¯Ò×�»��Ì�¼�µį� ÌÁÎ�
ÒÜ�Î�Ì�Î�ÜÒ¯Â¼�ÌÝ�µ¯��į� µÁ��Á¼Ò×¯×Üì�� µ����ÜÒ�� ¯¼¯�¯������ µ����Á©����E�ÎǞ��
Esther Roa13į�ÍÜ¯�¼�¨Ü��µµ�å������ ±Ü¯�¯Á�ÁÎ�µ�ì�ÌÝ�µ¯�Á�ÌÁÎ�×Î�¼Ò©Î�Ò¯Â¼��� µ��
Ley N.º 716/1995, en concordancia con el Decreto Presidencial N.º 3619. En 
�Ò×����ÒÁį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�ÒÁÒ×ÜåÁ��¼�±Ü¯�¯Á�ÁÎ�µ�ÍÜ��µ����×¯å¯Ò×��å¯ÁµÂ�µ��
�Ü�Î�¼×�¼��Ò�¼¯×�Î¯�����¯�Á���ÍÜ��µ��»¯Ò»�į�±Ü¼×Á��Á¼�Á×Î�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Òį�ÁÎ©�-
¼¯ñÂ�ì�Ì�Î×¯�¯ÌÂ����Ü¼����Î�å�¼��ņ�Á¼×Î��µ���ÁÎÎÜÌ�¯Â¼���¯»ÌÜ¼¯���ǤĮ�\�©Ý¼�
Î�õ�Î���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Áį�µ��»�¼¯¨�Ò×��¯Â¼�̈ Ü��Î��µ¯ñ����ÌÁÎ�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Ü-
×Á�Á¼åÁ����Ò��µ�Ą����±Ü¼¯Á����ăāăāį�ÍÜ¯�¼�Òį��¼���×Á����Î�ÌÜ�¯Á�ÌÁÎ�ÒÜÌÜ�Ò-
tos hechos de corrupción, circularon en sus automóviles por la Costanera 
Sur hasta el Panteón de los Héroes. A continuación se transcriben los puntos 
relevantes de la sentencia14.

En este lugar, alrededor de 100 personas que formaban parte de la actividad 
descendieron de sus vehículos y exhibieron pancartas y banderas paraguayas, 
encabezados por la Señora María Esther Roa, el Señor Cándido Alberto Bri-

13 Profesional de reconocido activismo en actos de denuncia contra la corrupción de funcionarios estatales.

14 S.D. N.º 358-21 dictada por los jueces Carlos Manuel Hermosilla González, Sandra Farías de Fernández y Héctor Fabián 
Escobar.
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ñÜ�µ�į��µ�\�ÀÁÎ��¯�©Á�žÜ©ÜÒ×Á�E�¼�Áñ���ÁÎÁ¼�µ�ì��µ�\�ÀÁÎ�4Ü�¼��Á»¯¼©Á�+�-
leano Grassi, quienes se hallaban aglomerados (reunión o amontonamiento 
grande y desordenado de algo, especialmente de gente reunida en un lugar) 
con las demás personas que formaban parte del grupo sin cumplir con las me-
�¯��Ò�����¯ÁÒ�©ÜÎ¯�����Ò×��µ��¯��Ò�ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼-
�Ò×�Î�\Á�¯�µį�Ì�Î���å¯×�Î�µ��ÌÎÁÌ�©��¯Â¼���µ��Ko2�ŅĂĊ�ĿĮĮĮŀĮ

Luego de un análisis profundo de la norma y de los lineamientos que rigen 
�µ�ÌÎÁ��ÒÁ�Ì�¼�µį��µ�aÎ¯�Ü¼�µ����Ò×��µ��¯�Á�ÍÜ��¼Á�Î�Ý¼��µÁÒ�Î�ÍÜ�Î¯»¯�¼×ÁÒ�
previstos y ha considerado que: 

ĿĮĮĮŀ� ×Î�Ò����Î¼ÁÒ����¼×Î��Á��¼��µ��Á¼×�¼¯�Á���� µÁÒ����Î�×ÁÒ�ÌÎ�Ò¯��¼�¯�µ�Òį�
especialmente el N.º 3619 del 24 de mayo de 2020, decreto el cual se encontra-
���å¯©�¼×���ÜÎ�¼×��µ���Á»¯Ò¯Â¼����µÁÒ���ÁÒ�±Üñ©��ÁÒ�¼Á×�»ÁÒ�ÍÜ���µ�»¯Ò-
mo contempla el levantamiento gradual del aislamiento preventivo general 
al que denominan cuarentena inteligente; el aislamiento preventivo, como su 
nombre lo indica, constituye en una medida sanitaria de carácter preventiva 
propuesta por la autoridad administrativa del ramo pertinente, Ministerio de 
\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µį�ÁÎ��¼��Á�ÌÁÎ�µ��žÜ×ÁÎ¯������¼×Î�µ��Ò����¯Î�
�µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁį�×�»�¯�¼�Á�Ò�Îå�»ÁÒ�ÍÜ���¯�Á��¯Òµ�»¯�¼×Á�Ò��ÁÎ��¼Â��¼�
forma intermitente, por lo tanto no fue absoluto, así como lo exige una cua-
Î�¼×�¼�Į�ĿĮĮĮŀ

ĿĮĮĮŀ�>ÁÒ�¯¼�Ü»Ìµ¯»¯�¼×ÁÒ����µ�Ò��¯ÒÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò��Á¼×�¼¯��Ò��¼�µÁÒ����Î�×ÁÒ���µ�
VÁ��Î��±��Ü×¯åÁį��¯�×��ÁÒ��¼�V�¼��»¯�į����ÜìÁ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á� µ���¯Ü����¼Ǟ��
toda está obligada a cumplirla, constituyen faltas administrativas previstas, 
Î�©¯��Ò�ì�Ò�¼�¯Á¼���Ò�Ò�©Ý¼�µ�Ò��¯ÒÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò����µ��>�ì�ĉĄć�ŅĂĊĉāį��Â�¯©Á�\�-
¼¯×�Î¯Áį�Ò�©Ý¼�µÁÒ��Î×Ǟ�ÜµÁÒ�Ąāă�ì�Ò¯©Ü¯�¼×�Òį������Ü�Î�Á��Á¼��µ�ÌÎÁ���¯»¯�¼×Á�
�Ò×��µ��¯�Á�ÌÁÎ��µ�žÎ×Į�ĄĂĆ�ì�Ò¯©Ü¯�¼×�Ò���µ�Î�¨�Î¯�Á��Ü�ÎÌÁ�µ�©�µ�ĿĮĮĮŀ�

Concluye diciendo que:

ĿĮĮĮŀ�¼ÁÒ��¼�Á¼×Î�»ÁÒ��ÒǞ��Á¼�ÍÜ���¨��×¯å�»�¼×��Ò��å¯Áµ�ÎÁ¼� µ�Ò�»��¯��Ò�Ò�-
¼¯×�Î¯�Ò��Ò×��µ��¯��Ò�ÌÁÎ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�ì�ÍÜ���µ�¼Á��Á¼×�»Ìµ�Î��Ò×ÁÒ���-
cretos una sanción que involucre al derecho penal, con una ley vigente, con 
anterioridad al hecho, ley expresa, escrita, cierta que las castigue nos vemos 
imposibilitados de seguir avanzando con el estudio de los demás elementos 
���µ��×�ÁÎǞ����µ���µ¯×Á��µ��¼�Á¼×Î�Î¼ÁÒ��Á¼��Ò×�Ò��¯õ�Üµ×���Ò�ÍÜ����»Ü�Ò×Î�¼�
la atipicidad de la conducta de la Señora María Esther Roa. Por lo que este 
tribunal de sentencia en forma unánime concluye que corresponde declarar 
µ����ÒÁµÜ�¯Â¼����µ����ÜÒ����ĿĮĮĮŀĮ
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ACCESO A LA JUSTICIA: IMPLEMENTACIÓN 
DE LA JUSTICIA TELEMÁTICA 

ž�õ¼������Î��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á���µ�Ò�»��¯��Ò�����¯Òµ�»¯�¼×Á�ÌÎ�å�¼×¯å�Ò�Î�ÍÜ�Î¯-
��Ò�ÌÁÎ��µ��Ò×��Á�����µ�Î×��Ò�¼¯×�Î¯�į�µ���ÁÎ×��\ÜÌÎ�»�����4ÜÒ×¯�¯��Ì�Î�©Ü�ì��
ÁÎ��¼Â�µ��ÒÜÒÌ�¼Ò¯Â¼�×�»ÌÁÎ�µ����µ����×¯å¯����±ÜÎ¯Ò�¯��¯Á¼�µĮ�>Á�ÍÜ��ÒÜÌÜÒÁ�
la recalendarización de todos aquellos actos procesales que no fueran consi-
derados de urgencia.

�Á¼��µ�ÌÎÁÌÂÒ¯×Á����Î��¼Ü��Î�µ����×¯å¯����±Ü�¯�¯�µį�Ò��Î�©µ�»�¼×Â15 la utiliza-
ción de la Ley de Medios Telemáticos16į�¯»ÌÜµÒ����ÌÁÎ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ���
comienzos del año 2020, debido a la fuga de un procesado en una causa de 
crimen organizado ocurrida durante su traslado a una audiencia. El dicta-
do de esta norma obedeció a las necesidades de implementar herramientas 
×��¼ÁµÂ©¯��Ò�Ì�Î���µµ�¼�Î�Á�Ò×��ÜµÁÒ��¼��µ�����ÒÁ��µ�Ò¯Ò×�»�����±ÜÒ×¯�¯�����Î�-
�Ü�¯Î�×�¼×Á��µ��µ×Á��ÁÒ×Á�ÁÌ�Î�×¯åÁ�Ì�Î��µ�Ò��Á»Ì�Î���¼�¯�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Òį��Á»Á�
el índice de suspensión por el incremento de audiencias y actos procesales 
y el peligro representado por el traslado de los privados de libertad, a la vez 
���Ü¼���ÝÒÍÜ�������»�±ÁÎ���¼�µ���õ�¯�¼�¯���¼�µ��©�Ò×¯Â¼����µÁÒ�ÁÌ�Î��ÁÎ�Ò�
���±ÜÒ×¯�¯�17.

A este respecto, se expondrán a continuación distintos aspectos del incum-
Ìµ¯»¯�¼×Á���µ�����ÒÁ���µ��±ÜÒ×¯�¯��©�Î�¼×¯ñ��Á��¼��µ����¯�Á�ÌÎÁ��ÒÁ�ÌÁÎ�Ì�Î×��
del Estado paraguayo que preocupan desde la perspectiva de los derechos 
humanos. 

K�±�×¯å�»�¼×�į�µµ�»Â�µ���×�¼�¯Â¼�µ��¨�µ×�����Î�©Üµ��¯Â¼��ÌÎÁÌ¯����ÌÁÎ�Ì�Î×��
���µ���ÁÎ×��\ÜÌÎ�»�����4ÜÒ×¯�¯��ÍÜ���Ò×��µ��¯�Î���Ò×�¼��Î�Ò�»Ǟ¼¯»ÁÒ���Ò�Î�
observados en lo respectivo a la utilización de plataformas virtuales para el 
��Ò�ÎÎÁµµÁ����¯Ò×�¼�¯������Ü�¯�¼�¯�Ò�ìį�»�Ò��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×�į�Ì�Î��ÒÜ��»Ìµ�Á�
�¼�±Ü¯�¯ÁÒ�ÁÎ�µ�ÒĮ

En este sentido, si bien se encontraba habilitado el uso de plataformas vir-
×Ü�µ�Òį� ¼Á� Ò�� Î�©µ�»�¼×Â� µ��»��¯��� ��� ¨ÁÎ»�� ÒÜõ�¯�¼×�� �µ� ¼Á� ×�¼�ÎÒ�� �¼�
�Ü�¼×��µ��õ¼�µ¯�������µÁÒ�¯¼Ò×¯×Ü×ÁÒ�ÌÎÁ��Ò�µ�Ò��Á»ÌÎÁ»�×¯�ÁÒį�µ��ÍÜ������-
cho fue reducida a meros manuales de uso, no considerándose como criterio 
básico la afectación de la calidad del debate con su realización —dentro de 
los límites posibles—, y garantizando la presencia de las personas imputa-
das en permanente comunicación con su defensor o defensora técnica. Esta 

15� $FRUGDGD�1�|�������GHO����GH�PD\R�GH�������mSRU�OD�TXH�VH�GLVSRQH�SDXWDV�SDUD�OD�ȑMDFLµQ�GH�DXGLHQFLDV�SHQDOHV�GXUDQWH�
la declaración de emergencia sanitaria por COVID-19», 3RGHU�-XGLFLDO, acceso el 10 de octubre de 2021, https://www.
pj.gov.py/images/contenido/acordadas/acordada1391.pdf

16 Ley N.º 6495, del 6 de enero de 2020, que autoriza la implementación del sistema de audiencias por medios telemáticos 
en el Poder Judicial y el Ministerio Público, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 10 de octubre de 
2021, https://www.bacn.gov.py/archivos/9092/LEY6495.pdf

17 Exposición de motivos de la Ley N.º 6495/2020. «Ficha Técnica del Expediente», 6LO3\���6LVWHPD�GH�,QIRUPDFLµQ�/HJLVODWLYD, 
acceso el 10 de octubre de 2021, http://silpy.congreso.gov.py/expediente/118469
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Ò¯×Ü��¯Â¼����¨��×��Á�µ���Î��¯�¯µ¯��������Ò×��»Á��µÁ����±ÜÒ×¯�¯�į������ÒÜ���-
soluta improvisación en la práctica.

2©Ü�µ»�¼×�į��ÒǞ��Á»Á��Ò�¼���Ò�Î¯��Ü¼�����¯���Î�©Üµ��¯Â¼����µ��©�Ò×¯Â¼�±Ü-
Î¯Ò�¯��¯Á¼�µ�ì�õÒ��µ����µ�Ò��Ü�¯�¼�¯�Ò�×�µ�»�×¯��Òį��Ò�¼Á×��µ��µ��å¯Áµ��¯Â¼����
µ��©�Î�¼×Ǟ�����Ü¼�����ÒÁ� ¯©Ü�µ¯×�Î¯Á��� µ�� ±ÜÒ×¯�¯��»��¯�¼×�� µ�� ¨�µ×�������¯-
µ¯×��¯Â¼���µ��ëÌ��¯�¼×���µ��×ÎÂ¼¯�Á��¼�×Á��Ò�µ�Ò�±ÜÎ¯Ò�¯��¯Á¼�Ò���¯¼Ò×�¼�¯�ÒĮ�
�ÒÌ��¯�µ»�¼×�� �¨��×��ÁÒ� Ò�� å¯�ÎÁ¼� µÁÒ� 4Üñ©��ÁÒ� ��� V�ñį� Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�Ò� ��µ�
otorgamiento de medidas cautelares de protección18, que no cuentan con un 
sistema de gestión informática de expedientes y cuyo acceso fue bastante 
limitado por las medidas sanitarias impuestas durante la pandemia, esto en 
�Á¼Ò¯��Î��¯Â¼��µ�Ò¯©¼¯õ��×¯åÁ��Ü»�¼×Á������ÒÁÒ�Î�ÌÁÎ×��ÁÒ����å¯Áµ�¼�¯��¨�-
»¯µ¯�Î��¼×���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ��EÜ±�Î19.

Se observó, además, que el uso de medios tecnológicos en la prestación de 
Ò�Îå¯�¯ÁÒ����±ÜÒ×¯�¯����×�¼¯�Áį��¼�Á��Ò¯Á¼�Òį�Ü¼�¯»Ì��×Á�¼�©�×¯åÁ��¼��µ���-
��ÒÁ��¨��×¯åÁ���µ��±ÜÎ¯Ò�¯��¯Â¼�����µ©Ü¼ÁÒ�Ò��×ÁÎ�Ò����µ��ÒÁ�¯����Į�>����ÜÒ���Ò�
la brecha digital existente: el uso de estos medios presupone el acceso a dis-
positivos electrónicos y el conocimiento tecnológico apropiado. A esto debe 
��¯�¯Á¼�ÎÒ�� µ����õ�¯�¼×���Á��Î×ÜÎ����� 2¼×�Î¼�×��¼��µ� ×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á���µ��Ò×��Áį�
por lo que el acceso al sistema no se encontró garantizado en igualdad de 
condiciones. Esto supuso una carga desproporcionada para aquellas perso-
nas en especial situación de vulnerabilidad20, como pueblos indígenas, mu-
±�Î�Òį�¼¯ÀÁÒį�¼¯À�Ò�ì���Áµ�Ò��¼×�Ò�ì�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼�����¯Ò��Ì��¯����Á�
pobreza.

VÁÎ� Á×ÎÁ� µ��Á� Ńì� ��Ò��� Ü¼�� Ì�ÎÒÌ��×¯å�� ÒÜ�±�×¯å�� ��� µ�� åÜµ¼�Î��¯Â¼� ��µ�
derecho al debido proceso penal a partir de la utilización de los medios 
×��¼ÁµÂ©¯�ÁÒ� ��±Á� �Ò×Ü�¯ÁŃį� ����� Ò�À�µ�Î� �µ� ÌÁÒ¯�µ�� ���¯µ¯×�»¯�¼×Á� ��� µ��
¯¼��Ì�¼��¼�¯�� �� ¯»Ì�Î�¯�µ¯���� ±Ü�¯�¯�µĮ� �µµÁį� ÌÁÎ� �Ü�¼×Á� ÌÁ�ÎǞ�� �Á¼�Ü�¯Î�
a que el poder punitivo del Estado se oriente a la persecución basada en 
estereotipos derivados de la presunta pertenencia de la persona imputada 
a movimientos populares, de defensa de derechos humanos o aquellos 
ÍÜ�� ¯¼øµÜì�¼��¼� µ�Ò��©�¼��Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò� ¯¼Ò×�µ���Ò��� ×Î�å�Ò���� µÁÒ�»��¯ÁÒ����
comunicación, entre otros.

18 Conforme a las Leyes N.º 1600/2000 «Contra la violencia doméstica» y N.º 5777/2016 de «Protección integral a las 
mujeres contra todo tipo de violencia».

19 «En cuarentena, aumentaron 78% las llamadas por violencia», 0LQLVWHULR�GH�OD�0XMHU, acceso el 10 de octubre de 2021, http://
www.mujer.gov.py/index.php/noticias/en-cuarentena-aumentaron-78-las-llamadas-sobre-violencia-hacia-la-mujer

20 Jaime Arellano HW�DO���5HSRUWH�&(-$��(VWDGR�GH�OD�-XVWLFLD�HQ�$P«ULFD�/DWLQD�EDMR�HO�&29,'�����0HGLGDV�JHQHUDOHV�DGRSWDGDV�\�XVR�
GH�7,&V�HQ�SURFHVRV�MXGLFLDOHV, mayo de 2020.
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ESFUERZOS 

����� Ò�Î� ��Ò×������ µ�� »Á�¯õ���¯Â¼� ��µ� �Î×Ǟ�ÜµÁ� ��µ� �Â�¯©Á� VÎÁ��Ò�µ�
Penal21 que establece la aplicación de las medidas alternativas a la prisión 
preventiva. Esta nueva regulación reconduce los lineamientos de las medidas 
alternativas o sustitutivas, volviendo a los criterios inicialmente diseñados 
dentro del modelo normativo adoptado por el Estado paraguayo22.

f¼�����µ�Ò�Î�ñÁ¼�Ò�ÍÜ��»Á×¯å�ÎÁ¼��Ò×��»Á�¯õ���¯Â¼�¨Ü��µ��¼���Ò¯�������©�-
nerar la descompresión del colapsado sistema penitenciario. Sin embargo, 
no se ha obtenido un impacto relevante, ya que la población de personas pri-
vadas de libertad, pese a ciertos descensos, sigue en constante aumento23.

>��»�ë¯»��¯¼Ò×�¼�¯����µ�VÁ��Î�4Ü�¯�¯�µ���Î�ÒÜ�µ×Áį�ÌÁÎ�ž�ÁÎ����24, la im-
Ìµ�»�¼×��¯Â¼����Ì�Ü×�Ò�����Ü�¼�Ò�VÎ��×¯��Ò�4Ü�¯�¯�µ�Òį��Á¼��µ�õ¼����¯¼Ò×�Î�
��±Ü���Ò�ì�±Ü�ñ�Ò���µ��Ü×¯µ¯ñ��¯Â¼����»��¯ÁÒ�×�µ�»�×¯�ÁÒį�µ��Î���µ�¼��Î¯ñ��¯Â¼�
de audiencias suspendidas por la pandemia, priorizando aquellas de perso-
nas privadas de libertad para la revisión de la pertinencia de aplicación de 
medidas de prisión preventiva, entre otras cuestiones.

Se percibe la ausencia de coordinación de acciones de agentes estatales en 
materia de política criminal, ya que estrategias como las arriba menciona-
��Òį�Ò¯¼�µ��¯¼×�Îå�¼�¯Â¼��Á¼±Ü¼×��ì��¯Î���¯Á¼�������×Á��Ò�µ�Ò��©�¼�¯�Ò�ÁÌ�Î�-
tivas del Estado, terminan convirtiéndose en gestos políticos aislados que no 
abordan los problemas de fondo en su real dimensión.

VÁÎ�Á×Î��Ì�Î×�į��¼�¨����ăą����»�ÎñÁ����ăāăĂį�µ���ÁÎ×��\ÜÌÎ�»�����4ÜÒ×¯�¯����
implementado la Acordada N.º 1511, por la cual se señala la necesidad de apli-
car la prisión preventiva en forma excepcional. Para tal efecto, proporciona 
Ü¼��©ÜǞ��ÌÎÁ»Áå¯�¼�Á��µ�ÜÒÁ����µ��Î�å¯Ò¯Â¼����Áõ�¯Á��Á»Á�¯¼Ò×ÎÜ»�¼×Á��µ�
servicio de la descongestión penitenciaria25. 

21� 0RGLȑFDFLµQ�GHO�DUW¯FXOR�����GH�OD�/H\�1�|�����������m4XH�PRGLȑFD�HO�DUW¯FXOR�����GH�OD�/H\�1�|�����������ǘ&µGLJR�
3URFHVDO�3HQDOǙ�\�VXV�PRGLȑFDWRULDV�ODV�/H\HV�1�|�����������\����������}��

22� /D�/H\�1�|������������TXH�UHDOL]DED�OD�¼OWLPD�PRGLȑFDFLµQ�GHO�DUW¯FXOR�UHJXODWRULR�GH�DSOLFDFLµQ�GH�PHGLGDV�
alternativas o sustitutivas de la prisión preventiva, establecía la obligatoriedad de la prisión preventiva para una serie 
de situaciones tasadas por la norma, basadas en el marco penal del hecho punible imputado. Con ello, se restringía al 
MXH]�OD�IDFXOWDG�GH�DSUHFLDFLµQ�GH�ODV�FLUFXQVWDQFLDV�HVSHF¯ȑFDV�GHO�FDVR��HQ�FXDQWR�D�SHOLJUR�GH�IXJD�X�REVWUXFFLµQ�GH�OD�
LQYHVWLJDFLµQ��7DPSRFR�VH�SHUPLW¯D�OD�PRGLȑFDFLµQ�GH�OD�SULVLµQ�SUHYHQWLYD�XQD�YH]�GLFWDGD��LQGHSHQGLHQWHPHQWH�GH�
la variación o no de circunstancias que hayan ameritado su aplicación, en casos de crímenes o hechos de afectación a la 
YLGD��&RQ�OD�PRGLȑFDFLµQ�UHDOL]DGD�SRU�OD�/H\�1�|������������HO�MXH]�GH�*DUDQW¯DV�DGTXLHUH�QXHYDPHQWH�OD�SRWHVWDG�GH�
valorar la aplicación de las medidas, sin otro criterio que el establecido en la ley como requisito de valoración.

23 Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, 3HUVRQDV�SULYDGDV�GH�OLEHUWDG�HQ�3DUDJXD\���6HWLHPEUH�����, http://www.
mnp.gov.py/index.php/investigacion-social/2015-08-23-04-10-39/func-startdown/516/

24 ,ELGHP 15.

25 «Acordada por la cual se señala la necesidad de aplicar prisión preventiva en forma excepcional», 31 de marzo de 2021, 
&RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD, acceso el 10 de octubre de 2021, https://www.pj.gov.py/notas/20053-acordada-por-la-cual-se-
senala-la-necesidad-de-aplicar-la-prision-preventiva-en-forma-excepcional
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�Ò×��Î�ÒÁµÜ�¯Â¼į�¯»ÌÜµÒ����ÌÁÎ�µ��Î��¯�¼×�»�¼×��Î�¯¼Ò×�µ����Kõ�¯¼��a��¼¯���
Penal de la Sala Penal, se advierte como un avance positivo desde la pers-
pectiva del reconocimiento en ella expreso que la prisión preventiva es una 
medida de carácter excepcional y que debe ser aplicada por la magistratura 
en este sentido y no como una pena anticipada. Es altamente valorado el 
¯»ÌÜµÒÁ�ŃÌÁÎ�Ì�Î×�����µ���ÁÎ×��\ÜÌÎ�»�����4ÜÒ×¯�¯�Ń���Ò��Á��¼�ÌÎ��×¯��Ò�
©�Î�¼×¯Ò×�Ò����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÍÜ���õÎ»�¼�ì��Ò×¯»Üµ�¼�µ��¯¼��Ì�¼��¼�¯��
±Ü�¯�¯�µį���ÁÎ��¼� µ���Î¯Ò¯Ò�Ì�¼¯×�¼�¯�Î¯�į��ÒǞ��Á»Á��µ��µ�Î»�¼×��¼Ý»�ÎÁ����
personas privadas de libertad sin condena, mediante la reglamentación de 
procedimientos efectivos, ya establecidos en la norma.

CONCLUSIONES

El sistema penal se ha constituido en partícipe central, dentro de las políti-
cas implementadas para hacer frente a la pandemia, instalando la lógica de 
µ�� Î�ÌÎ�Ò¯Â¼�ì� �µ� ��Ò×¯©Á� �Á»Á��ÎÎ�»¯�¼×�Ò����»�ìÁÎ��õ���¯���¼×�� Ò¯×Ü�-
ciones de gran sensibilidad social, que deberían ser abordadas a partir de 
estrategias compositivas que brinden respuestas a los problemas de fondo. 

Resulta perceptible la falta de políticas de persecución penal coordinadas 
�¼×Î��µ�Ò��©�¼�¯�Ò��Ò×�×�µ�Ò�¯¼×�Îå¯¼¯�¼×�ÒĮ��Ò×����õ�¯�¼�¯��Î�Ì�Î�Ü×���¼��µ�
�ÌÎÁå���»¯�¼×Á����µÁÒ�Î��ÜÎÒÁÒ���µ�Ò¯Ò×�»�����±ÜÒ×¯�¯�į�ÍÜ��Ì�Î»¯×��µ��¯¼Ò-
trumentalización de su fuerza punitiva, siendo partícipe de una estrategia 
con claros sesgos de arbitrariedad, como fue la penalización a través de los 
�¯Ò×¯¼×ÁÒ����Î�×ÁÒ���µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁĮ

Preocupan los elevados índices de procesamiento generados, con una lógica 
que responde más a necesidades coyunturales vinculadas al disciplinamien-
to, que a una derivación de las reglas y los principios rectores del derecho 
penal y el procesal penal.

>���Î¯Ò¯Ò�Ò�¼¯×�Î¯��©�¼�Î����ÌÁÎ��µ��ÁÎÁ¼�å¯ÎÜÒį��¼��Á¼±Ü¼×Á��Á¼�µ�Ò��Á¼Ò�-
cuentes medidas dictadas por el Gobierno, evidenciaron la falta de políticas 
ÌÝ�µ¯��Ò�ÍÜ��Î��Ü±�Î�¼� µ���Î�����ë¯Ò×�¼×���¼×Î�� µ�Ò���Ò¯©Ü�µ����Ò��Ò×ÎÜ�-
turales de la sociedad paraguaya en general y las relacionadas al acceso a la 
±ÜÒ×¯�¯���¼�Ì�Î×¯�Üµ�ÎĮ�

Desde un análisis general del uso de medios telemáticos en el proceso penal, 
ÌÜ���¼��õÎ»�ÎÒ���¨��×��¯Á¼�Ò���µ��×Ü×�µ��±Ü�¯�¯�µ��¨��×¯å�į��¼�»�¼ÁÒ���Á����
los derechos procesales establecidos en carácter de igualdad por la Consti-
tución Nacional26 y los instrumentos internacionales de protección de los 
derechos humanos27.

26 Artículo 17 de la Constitución Nacional. 

27 Artículos 8 (Convención Americana sobre Derechos Humanos) y 14 (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos).
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 Ǻ Agotar esfuerzos para la reconducción del sistema penal a los principios 
normativos que rigen la materia. Estos forman parte crucial dentro del 
modelo implementado por la Constitución Nacional. Asimismo, encau-
zar la actuación de los distintos poderes del Estado dentro del marco que 
µ�Ò���µ¯¼���µ��µ�ì��¼�ÒÜÒ�Î�ÒÌ��×¯åÁÒ�ÎÁµ�Òį���õ¼����Î�ÒÌ�×�Î�µ���¯å¯Ò¯Â¼����
poderes.

 Ǻ Estimular y potenciar los espacios de diálogo interinstitucional que per-
mitan el consenso en aspectos relevantes, para el diseño estable en mate-
ria de política criminal.

 Ǻ Promover la utilización del expediente electrónico y el acceso telemático a 
las audiencias para garantizar la no interrupción de la administración de 
µ��±ÜÒ×¯�¯��ì��µ���Î��Á��µ����¯�Á�ÌÎÁ��ÒÁ��¼�Ò¯×Ü��¯Á¼�Ò��Á»Á�µ�Ò����ÒÜÒ-
pensión de actividades por emergencia sanitaria, incluyendo su empleo 
Ì�Î���µ���Ò�ÎÎÁµµÁ����±Ü¯�¯ÁÒ�ÁÎ�µ�ÒĮ�X�©Üµ�Î�����Ü���»�¼×���Ò×�Ò�ÌÎ��×¯-
cas permitirá, además, su consolidación de forma permanente. 

 Ǻ Poner en práctica la consolidación general del expediente electrónico en 
×Á�Á��µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á����µ��X�ÌÝ�µ¯��Į�VÎ¯ÁÎ¯ñ�Î�Ń�¼�µ��»��¯������µ�Ò�ÌÁÒ¯�¯µ¯-
����ÒŃ��µ��Ò×��µ��¯»¯�¼×Á�ÌÎÁ©Î�Ò¯åÁ����Ü¼�Ò¯Ò×�»��Áõ�¯�µ����©Î����¯Â¼�
y registro permanente de las audiencias realizadas de forma telemática. 
X�©Üµ�Î��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×��µ��Á�µ�Ò�Ìµ�×�¨ÁÎ»�Ò��Ü×ÁÎ¯ñ���Ò�Ì�Î��ÒÜ�¯»Ìµ�-
mentación, así como la forma de registro, conservación, divulgación —en 
�µ���ÒÁ�����Ò×�Î�Ì�Î»¯×¯��Ń�ì�å�Î¯õ���¯Â¼����µ��¯��¼×¯�������µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
participantes.

 Ǻ Regular debidamente las audiencias telemáticas propias de la investiga-
�¯Â¼�õÒ��µ�ÌÎ�å¯�Ò��µ�±Ü¯�¯Á�ÁÎ�µ�Á���µ�Ì�Î¯Á�Á�ÌÎÁ��×ÁÎ¯Áį��¼�Á×ÎÁÒ�¨Ü�ÎÁÒį�
de manera a garantizar los principios procesales que las consagran, in-
�µÜì�¼�Á� µ�� ¯��¼×¯õ���¯Â¼��ÌÎÁÌ¯������� µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�Ì�Î×¯�¯Ì�¼×�Ò�ì� µÁÒ�
procedimientos a seguir si son interrumpidas o sufren cualquier otro im-
previsto.

 Ǻ Establecer la modalidad —telemática, semipresencial o presencial— en la 
�Ü�µ�Ò�Î��µµ�å��Á������Á��µ�±Ü¯�¯Á�ÁÎ�µ��¼��µ�Ò¯Ò×�»��Ì�¼�µ����¨ÁÎ»��¨Ü¼�����
�¼��������ÒÁ�ÌÁÎ�µÁÒ�4Üñ©��ÁÒ����+�Î�¼×Ǟ�Òį�Ò¯�¼�Á�����×¯�Á�ì�Î�ÒÜ�µ×Á��¼�
la audiencia preliminar por las personas participantes. Este punto de la 
resolución deberá ser susceptible de recurso de apelación.

 Ǻ Implementar las medidas necesarias que garanticen a toda la población 
µÁÒ���¼�õ�¯ÁÒ�×��¼ÁµÂ©¯�ÁÒ��¼��µ�����ÒÁ���µ��±ÜÒ×¯�¯�į�µÁ�ÍÜ��¯¼�µÜ¯Î���µ���-
��ÒÁ�©Î�×Ü¯×Á���2¼×�Î¼�×į���µ�Ò�Ìµ�×�¨ÁÎ»�Ò�×��¼ÁµÂ©¯��Ò�Áõ�¯�µ�Òį���µÁÒ�¯»-
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Ìµ�»�¼×ÁÒ� ×��¼ÁµÂ©¯�ÁÒ� ¯¼�¯ÒÌ�¼Ò��µ�Ò� Ì�Î�� µ�� ×Î�»¯×��¯Â¼� ±Ü�¯�¯�µ� ì� �µ�
����ÒÁ���µ����¨�¼Ò��ÌÝ�µ¯����¼�×Á�ÁÒ�µÁÒ�¨Ü�ÎÁÒį��Á¼��ÒÌ��¯�µ�Î�µ�å�¼�¯����
µÁÒ�Ò��×ÁÎ�Ò�»�Ò�åÜµ¼�Î��µ�Òį��Á»Á�ÒÁ¼�µÁÒ�ÌÜ��µÁÒ�̄ ¼�Ǟ©�¼�Òį�µ�Ò�»Ü±�Î�Òį�
niños, niñas y adolescentes y las personas en situación de discapacidad o 
pobreza.

 Ǻ Dar cumplimiento a las recomendaciones recibidas y aceptadas por el Es-
×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁ��ÜÎ�¼×���µ�Ýµ×¯»Á��ë�»�¼�V�Î¯Â�¯�Á�f¼¯å�ÎÒ�µ����F��¯Á-
nes Unidas, vinculadas a la reducción de uso de la prisión preventiva; a la 
adecuación de las condiciones de detención a los estándares establecidos 
�¼�µ�Ò�¼ÁÎ»�Ò�¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ�ÒĹ���µ����ÁÌ�¯Â¼����¯¼¯�¯�×¯å�Ò��õ����Ò�Ì�Î��
hacer frente al uso abusivo de la prisión preventiva y al grave hacinamien-
to en las cárceles; y la adopción de medidas para el fortalecimiento del 
Ò¯Ò×�»��±Ü�¯�¯�µ�ì����µ��¯¼��Ì�¼��¼�¯����µ�VÁ��Î�4Ü�¯�¯�µĮ




